
 

 

Seamos refugio: vías seguras y legales ya 

Hoy es el Día Mundial de las Personas Refugiadas.  

Urge recordar un problema que todas enfrentamos pero que no nos afecta a todas por 
igual: el grave impacto que ha tenido la pandemia de la COVID-19 en el aumento de las 
desigualdades, la pobreza, el racismo y la xenofobia, y el recrudecimiento de las 
políticas de cierre y militarización de las fronteras. Muchas personas con necesidades 
de protección internacional están quedando atrapadas en zonas de origen donde su vida 
está en riesgo y en zonas de tránsito en condiciones muy precarias. Muchas personas han 
perdido su vida en el camino a Europa y lo seguirán haciendo si siguen sin habilitarse vías 
legales y seguras.  

La peligrosidad de los tránsitos irregulares hace el viaje para muchas de ellas aún más 
peligroso, exponiéndolas a las redes de tráfico y de trata con fines de explotación sexual. A 
falta de vías legales y seguras, las mujeres asumen mucha violencia sobre sus cuerpos, que 
se convierten en peaje para poder avanzar. 

El Mediterráneo sigue siendo una de las fronteras más mortíferas del mundo. Debido al 
férreo control que la UE ejerce en las fronteras del norte de África, se ha reactivado 
además la ruta más peligrosa: el pasado año 1 de cada 4 personas que llegó por vía 
marítima a Europa lo hizo a través de Canarias. El recuento de personas fallecidas ya 
alcanza las 850. Muchas de quienes sí consiguieron llegar al Archipiélago han permanecido 
en condiciones de extrema precariedad durante meses. Sólo en semanas recientes se han 
empezado a agilizar los traslados a la península.  

La precariedad y conculcación de derechos humanos es también muy grave en el resto de 
la Frontera Sur. Tras un año de disminución importante de llegadas, la entrada repentina 
de 8.000 personas a Ceuta, alentada por el Gobierno marroquí, evidencia la 
instrumentalización de las personas migrantes y refugiadas –adultas y niñas- al 
servicio de intereses políticos y comerciales.  

El pasado año, 80.000 personas (un 25% menos que en 2019) solicitaron protección 
internacional en el Estado español. Casi la mitad, el 47% fueron mujeres. 3.085 
personas solicitaron protección internacional en Euskadi, un 36% menos que en 2019. 

La mayoría de las respuestas volvieron a ser negativas, con tasas de reconocimiento muy 
por debajo de la media europea: el 95% de las personas refugiadas vieron denegada 
su solicitud de asilo.  

Debido a la política sistemática de denegación del asilo y a la situación social y laboral, la 
frontera de Euskadi con Francia, se ha convertido en una opción para migrantes y 
solicitantes de asilo, que deciden seguir su ruta hacia el norte para cumplir su proyecto 
migratorio en otros países de Europa.  A causa de los controles fronterizos terrestres, que 
se practican por perfil étnico -lo que constituye una violación de los tratados de libre 
circulación- y del miedo que estos provocan, hay personas que están optando por intentar 
cruzar el Bidasoa a nado; opción muy peligrosa que este año ya se ha llevado dos 
vidas. 

Por todas estas vidas perdidas, las personas varadas, devueltas ilegalmente y las que 
sufren situaciones de exclusión social, 

 

  



 

 

 

REIVINDICAMOS: 

 Reivindicamos que la pandemia mundial no se convierta en un motivo más para 
justificar la militarización de las fronteras.  
 

 Urge terminar con una política de fronteras al servicio de los intereses 
económicos de los países receptores, que deja a muchas personas 
varadas tanto en países de origen como de tránsito, donde sus derechos 
humanos no son respetados. 

 Urge terminar con la instrumentalización de las personas migrantes y 
refugiadas, que son utilizadas como herramienta de presión política.  
 

 Reivindicamos que las personas migrantes y refugiadas puedan llegar tanto al 
Estado español como a Euskadi sin poner su vida en riesgo.  
 

 Urge incrementar las vías legales y seguras de acceso al procedimiento 
de asilo y eliminar la exigencia del visado de tránsito para las personas 
originarias de países en conflicto, como Siria, Palestina y Yemen.  

 Urge cesar las devoluciones ilegales de personas que llegan a Ceuta y 
Melilla, así como en el resto de fronteras europeas. 

 Urge garantizar el respeto de los derechos humanos en frontera y el 
acceso y traslado a la península desde Ceuta y Melilla y Canarias, 
paralizado en múltiples ocasiones, dejando a las personas en condiciones 
de extrema vulnerabilidad.  

 Urge un reparto coherente y responsable en las CCAA para que las 
personas no se queden en situaciones precarias en la Frontera Sur. 

 Urge que las instituciones vascas amplíen recursos y den cabida a 
todas las personas varadas en la frontera de Irún. 

 
 Reivindicamos una política de asilo que no deje al 95% de las personas 

solicitantes sin protección internacional. 
 

 Urge la búsqueda e implementación de nuevas vías de regularización 
extraordinaria que permita a las personas migrantes y solicitantes de 
asilo denegadas acceder a un estatus legal regular.  

 Urge un estudio individualizado de los casos que garantice y respete el 
derecho a la protección internacional sin discriminar a nacionales de 
países cuyas solicitudes están siendo sistemáticamente denegadas, 
como es el caso de Colombia.  

 
 Reivindicamos que los portavoces políticos se involucren de manera firme contra 

los discursos racistas y xenófobos para favorecer la empatía, convivencia y la 
cultura de paz.  

 
 


